2007-00258-01
6

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, catorce de mayo de dos mil nueve
Acta número 0034 del 14 de mayo de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 19 de diciembre de este año, dentro del proceso de doble instancia que Carlos Alberto Soto Arroyave le promueve a Mario Sánchez vargas. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Manifiesta el actor, amparado por pobre, que el laboró bajo la continuada dependencia, subordinación y remuneración del demandado, propietario del taller Metálicas Roysan, desempeñándose como operario de soldadura del 1° de agosto de 1989 al 15 de julio de 1997 y del 25 de diciembre de 2000 al 12 de mayo de 2007, fecha en la cual fue despedido sin justa causa por parte de su empleador; su remuneración ascendía a la suma de $180.000 semanales, con un horario de 7:30 a.m. a 6:30 p.m. de lunes a viernes y los sábados hasta el medio día; durante la vigencia de la relación laboral no le fueron pagadas sus prestaciones sociales, ni sus acreencias laborales.
Con base en el sustento fáctico relatado pretende que luego de declarar la existencia de un contrato individual de trabajo a término indefinido entre las partes, terminado unilateralmente y sin justa causa por el empleador, se condene a éste al pago de cesantías con sus intereses, prima de servicios, vacaciones, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria, calzado y vestido de labor y los aportes correspondientes al Sistema de Seguridad Social en Salud y Pensiones.    

La demanda fue admitida por auto del 14 de diciembre de 2007, fl. 14, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderada, fl. 20, negando los hechos o afirmando que no son hechos. Se opuso a las pretensiones argumentando que lo que existió entre las partes no fue un contrato de trabajo, sino varios contratos de tipo comercial, civil e independiente; agrega que el actor nunca ha estado bajo su continuada subordinación y dependencia, tal como lo afirmó en el Acta de Conciliación N° 464 del 12 de julio de 2007, suscrita ante el Ministerio de la Protección Social. Excepcionó Cosa juzgada e Inexistencia de contrato de trabajo.

Fracasó la fase conciliatoria ante la inasistencia del demandante, fl. 34, motivo por el cual se le impusieron las consecuencias establecidas en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, presumiéndose como ciertos los hechos de la contestación de la demanda y de las excepciones de mérito susceptibles de confesión. Agotadas otras etapas el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 19 de diciembre último, fl. 53. La sentencia negó las pretensiones de la demanda, toda vez que no existió la subordinación propia de los contratos de trabajo, amén que no se demostraron siquiera los extremos de la relación, ni la remuneración percibida, haciéndose imposible efectuar liquidación alguna.

Con la decisión anterior no se conformó el abogado del demandante, quien impugnó solicitando revocatoria del fallo; afirma, como único sustento de su alzada, que del testimonio rendido por el señor Augusto Acuña Arango se decanta con facilidad la existencia de la relación laboral deprecada, para lo cual cita diversos apartes de la declaración del nombrado testigo.

Concedido el recurso se enviaron los autos a este Sede donde para desatarlo deben atenderse las siguientes 
CONSIDERACIONES
Conforme al artículo 1° de la Ley 50 de 1990, que subrogó el 23 del Código Sustantivo del Trabajo, para lograr el éxito de pretensiones laborales surgidas con ocasión de un contrato de trabajo, deben acreditarse con suficiencia los elementos esenciales del mismo, sin que para ello baste su enunciación en la demanda, pues se exige el aporte indispensable de pruebas que permitan al juzgador de instancia analizar y arribar, por persuasión racional, al convencimiento íntimo sobre lo que constituye el reclamo y las bases sólidas que se invocan para ese efecto. Para el trabajador demandante, sin embargo, siguiendo los postulados del artículo 2º de la Ley 50 de 1990, que subrogó el 24 del estatuto aludido, opera la presunción según la cual le basta probar la relación de trabajo personal para entender que dicha prestación del servicio estuvo regida por un contrato laboral, dando por sentado el legislador, en tal evento, que los otros elementos quedan evidenciados y, entonces, corresponde al empleador demandado desvirtuarlos. 

Manifiesta el recurrente que del testimonio rendido por el señor Augusto Acuña Arango a folio 43 se colige que lo existido entre las partes fue un vínculo de estirpe laboral. 

Pues bien, el referido deponente, con quien contrató el demandado la construcción de obras metálicas, afirmó:

“no tengo conocimiento como fue la vinculación … a este señor se le pagaba mediante la modalidad de contrato por número de unidades de perlines soldados y el día que se le pagaba al señor MARIO SÁNCHEZ, este a su vez, le cancelaba las unidades soldadas al señor CARLOS SOTO. Este trabajo duró durante varias semanas, en el año 2004 …”

Respecto al horario cumplido por el demandante, indicó: “… ellos estaban al contrato y podían llegar en diferentes horarios …”.

En cuanto a trabajos realizados por el actor en la finca y en la porcícola del declarante, manifestó: “Esta contratación fue directa y yo mismo le pagaba a CARLOS SOTO, esto ocurrió en varias oportunidades durante los años 2005 y 2006 … el iba 3, 4 días a la semana y trabajaba en mi finca y posteriormente cuando lo volvía a necesitar, lo llamaba por tiempos cortos, en los cuales él podía realizarme haya algunos trabajos pequeños de soldadura …”

En lo referente a las órdenes que recibía el accionante, sostuvo: “El se encontraba a cargo de METALICAS ROYSAN cuando realizamos la instalación y soldadura los perlines en la obra Lago Plaza y era el maestro de la obra quien daba las órdenes de instalación de los perlines y MARIO SANCHEZ era quien se encargaba de cancelarle a CARLOS SOTO instalación de estos”. No obstante lo anterior, recuérdese que la existencia de un contrato civil o comercial no impide que se den instrucciones o se vigile la ejecución de al obra, tal como lo plantea la Corte Suprema de Justicia en sentencia de septiembre 6 de 2001, radicación 16062, M.P. Carlos Isaac Nader.
De lo expuesto por el testigo, único aportado al infolio, se decanta con poco esfuerzo, que el actor efectivamente tenía un vínculo con el demandado, sin embargo, este no era de tipo laboral, más bien se trataba de un nexo civil, comercial o de obra, más nunca, como se acaba de afirmar, laboral.

Lo anterior se afirma con sustento, no solo en lo expresado por el deponente, sino en la prueba documental aportada por el demandado.

A folios 26 y 29 del expediente, militan sendos contratos civiles de obra, donde figura como contratista el actor y como contratante el demandado,  cuyo objeto, en el primero de ellos, es la armada de 500 puertas para la ciudadela Tokio, a razón de $11.000 cada una, por un valor de la obra de $5.000.000, con fecha de iniciación enero 2 de 2006 y fecha de entrega el 30 de julio de 2006; el segundo, se trataba de 100 unidades rejilla piso en varilla de media, 80 ml rejilla piso en varilla 7/8, para Expofuturo y elaboración de 2140 Kg. de estructura metálica para E.S.E. S.M., por un valor de la obra de $5.200.000, iniciado el 7 de enero de 2005 y con fecha de entrega para el 23 de mayo de 2005; en ambos contratos, se incluyó una cláusula que reza: “OCTAVA: EL CONTRATISTA tiene plena autonomía técnica y directiva de la obra y se compromete a realizarla con sus propios medios y bajo su responsabilidad, en las horas y tiempo que a bien tenga destinado para ello, por tanto no es un contrato trabajo de carácter laboral …” (Subrayado nuestro); además se estipula a través de las restantes cláusulas entre otras cosas, la responsabilidad del contratista por la pérdida de materias primas o herramientas, una cláusula penal de $200.000 diarios por incumplimiento o mora en la entrega, la posibilidad de que el contratista ocupe u emplee a terceros, quienes serán pagados por éste, así mismo se indica que debe pagar la seguridad social de esos terceros y de si mismo, condiciones que no son propias de la relaciones laborales propiamente dichas. De esos contratos también se anexaron las respectivas actas de entrega, fls. 25 y 28, ambas firmadas por el accionante.

Más diciente aún resulta el Acta de Conciliación de julio 12 de 2007, fl. 31, en la cual el demandante acepta que la relación habida con el señor Sánchez Vargas se desarrollo sin el cumplimiento de horarios, sin acatamiento de órdenes, como trabajador independiente y sin subordinación, recibiendo como bonificación la suma de $1.000.000, sin que en el transcurso del proceso se haya demostrado que al momento de llegar a ese acuerdo el consentimiento del actor hubiese estado viciado, o se le sometiese a algún tipo de violencia o coacción, amén que lo conciliado eran derechos inciertos y discutibles, acto que se realizó ante al autoridad competente, como lo es el Ministerio de la Protección Social, por lo tanto válido.
Respecto a dicha acta de conciliación, afirmó el actor al absolver interrogatorio de parte, fl. 41: “Sí, esa es la firma mía. Esta la firmé en una condición de estafa. A mi la gente del DAS me hizo echar del trabajo, mandaron al señor JOSÉ NAYIB VÁSQUEZ para que me estafara en la oficina del trabajo … En la oficina de Pereira inicialmente me hicieron una indemnización, indemnización que el señor JOSÉ NAYIB, convirtió en un contrato de trabajo aprovechándose de mi, que no tenía abogado, ni quien me respaldara … Luego mandé la demanda a la Presidencia de la República y la misma Presidencia de la República le mandó dichos papeles a la Fiscalía y a la Judicatura fueron mandados allá porque éste señor me estaba mandando a matar. Estuvimos en una audiencia en el palacio de justicia, éste señor era mandándome a matar y mandándome a matar y tuvimos una riña callejera y el pasó el caso por lesiones dolosas, a un señor FERNANDO CASTRO al cual yo le había elaborado trabajos en la hacienda del señor que también se dedicó mandarme a matar … La parte que yo tengo en la cabeza es una bomba y el señor JOSÉ NAYIV (sic), y otros mantienen subiéndole la presión  a eso y me asfixian con eso …”; las manifestaciones del propio actor, bastante incoherentes como se puede notar, restan credibilidad a lo planteado en la demanda, esto aunado a que él mismo, conforme a constancia de folio 48, consideró que no era necesario traer a sus testigos, por lo que sus pretensiones no contaron con el sustento probatorio necesario.

A folio 11 milita Acta de No Conciliación del 9 de octubre de 2007, sin embargo lo reclamado ahí ya había sido conciliado como anteriormente se afirmó, por lo tanto, al haber estado el acto precedente revestido de toda la validez del caso, el de folio 11 se torna totalmente inocuo.  

Y si en gracia de discusión se aceptase la existencia del deprecado contrato de trabajo, por no haberse desvirtuado la presunción establecida a favor del trabajador en el artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, tampoco se podría emitir condena alguna, toda vez que no se cuenta con prueba fidedigna respecto a los extremos temporales dentro de los cuales se desarrolló el vínculo contractual entre las partes, así como tampoco se pudo constatar la remuneración percibida, lo cual impediría la realización de las respectivas liquidaciones.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado.

Sin costas por la actuación en esta instancia.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe
Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo
Secretaria
